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	FORMATO MEMORIA JUSTIFICATIVA



	Entidad originadora:
	Departamento Administrativo para la Prosperidad Social

	Fecha (dd/mm/aa):
	6 de diciembre de 2021

	Proyecto de decreto/resolución:
	Por medio de la cual se adopta la política de Prevención del Daño Antijurídico para el período 2022 y 2023, en el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social.

	1. ANTECEDENTES Y RAZONES DE OPORTUNIDAD Y CONVENIENCIA QUE JUSTIFICAN SU EXPEDICIÓN
La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado (ANDJE), dispuso para la formulación de la política de Prevención del Daño Antijuridico, que cada entidad debía aplicar la metodología dispuesta por ella, conforme a lo definido en la circular externa N.º 5 de 27 de septiembre de 2019, que tiene por asunto: «Lineamientos para la formulación, implementación y seguimiento de las políticas de prevención del daño antijurídico».
En ese orden, el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, formuló la política de Prevención del Daño Antijurídico para el periodo 2022 y 2023, cumpliendo con la metodología dispuesta por la ANDJE, diligenciando la herramienta (documento en formato Excel) creada para tal fin, denominada: «Aplicativo para la formulación, implementación y seguimiento de la Política de Prevención del Daño Antijurídico (PPDA)».
El 2 de noviembre de 2021, mediante correo electrónico dirigido a la Dirección de Políticas y Estrategias de la ANDJE, el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social presentó diligenciada, la herramienta contentiva de la política de Prevención del Daño Antijurídico para el periodo 2022 y 2023. Luego de la revisión correspondiente, la ANDJE, por medio de la Dirección de Políticas y Estrategias, procedió a emitir la carta aprobatoria de la política de Prevención del Daño Antijurídico para los años 2022 y 2023, contenida en el oficio de 25 de noviembre de 2021, de radicado N.º 20213000114531-DPE, lo que habilitó al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, para adoptar la política mediante acto administrativo y así poder efectuar su implementación. 

Al ser lo anterior así y como quiera que, en la sesión del Comité de Conciliación y Defensa Judicial del 6 de diciembre 2021, se aprobó el documento de política de Prevención del Daño Antijurídico para el periodo 2022 y 2023, del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, es oportuno y conveniente adoptar la misma mediante acto administrativo, con el objeto de dar aplicación a los parámetros dispuestos por la ANDJE e implementarla al interior de la entidad.

	

	2. AMBITO DE APLICACIÓN Y SUJETOS A QUIENES VA DIRIGIDO

Con la carta aprobatoria emitida por la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado (ANDJE), se habilita la implementación de la política de Prevención del Daño Antijurídico del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social durante los años 2022 y 2023, propiciando la ejecución en la entidad del plan de acción contenido en la Política. 

El acto administrativo y el documento cuya aplicación se faculta, está dirigido, sobre todo, a los funcionarios que en el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social desempeñan el rol de supervisores de contratos de prestación de servicios. 

Se destaca igualmente, que las Subdirecciones de Contratación y Talento Humano, son las encargadas de implementar las actividades definidas en el plan de acción previsto en la política de Prevención del Daño Antijurídico, con el seguimiento a la ejecución de dicho Plan, por parte de la Oficina Asesora Jurídica.

	3. VIABILIDAD JURÍDICA

La directora general del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social es competente para expedir esta resolución en virtud de lo dispuesto en el numeral 9 del artículo 10 del Decreto 2094 de 2016, así:

ARTÍCULO 10. Despacho del director del Departamento. Son funciones del Director del Departamento, además de las previstas en los artículos 61 y 65 de la Ley 489 de 1998, las siguientes:
9. Impartir directrices para la coordinación de las actividades del Departamento, en lo relacionado con sus objetivos y funciones, con las entidades públicas del orden nacional, del sector central y del descentralizado, los entes territoriales y sus entidades adscritas y vinculadas.
Por su parte, el Decreto 1069 de 2015 «Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho», determina que:

Artículo 2.2.4.3.1.2.1, establece: «Las normas sobre comités de conciliación contenidas en el presente capítulo son de obligatorio cumplimiento para las entidades de derecho público, los organismos públicos del orden nacional, departamental, distrital, los municipios que sean capital de departamento y los entes descentralizados de estos mismos niveles (...).»

El numeral 1 del artículo 2.2.4.3.1.2.5, señala como una de las funciones a cargo del Comité de Conciliación la de: «Formular y ejecutar políticas de prevención del daño antijurídico»

El numeral 4° del artículo 2.2.4.3.1.2.6, denota que corresponde a la Secretaría Técnica del Comité de Conciliación: «Proyectar y someter a consideración del comité la información que este requiera para la formulación y diseño de políticas de prevención del daño antijurídico y de defensa de los intereses del ente.

Como puede observarse se indica que, a más de ser de obligatorio cumplimiento para las entidades de derecho público, las normas referidas al Comité de Conciliación contenidas en el decreto, también señala, que corresponde al comité, la formulación y ejecución de la política de Prevención del Daño Antijurídico y a la secretaría técnica del mismo, la proyección de la información requerida para el efecto. 



	4. IMPACTO ECONÓMICO 
No aplica

	5. VIABILIDAD O DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL
No aplica

	6.  IMPACTO MEDIOAMBIENTAL O SOBRE EL PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN
No aplica

	7. ESTUDIOS TÉCNICOS QUE SUSTENTEN EL PROYECTO NORMATIVO (Si cuenta con ellos) 

	

	ANEXOS: 

	Certificación de cumplimiento de requisitos de consulta, publicidad y de incorporación en la agenda regulatoria 

(Firmada por el servidor público competente –entidad originadora)
	X

	Concepto(s) de Ministerio de Comercio, Industria y Turismo
(Cuando se trate de un proyecto de reglamento técnico o de procedimientos de evaluación de conformidad)
	No aplica

	Informe de observaciones y respuestas 

(Análisis del informe con la evaluación de las observaciones de los ciudadanos y grupos de interés sobre el proyecto normativo)
	X

	Concepto de Abogacía de la Competencia de la Superintendencia de Industria y Comercio

(Cuando los proyectos normativos tengan incidencia en la libre competencia de los mercados)
	No aplica

	Concepto de aprobación nuevos trámites del Departamento Administrativo de la Función Pública

(Cuando el proyecto normativo adopte o modifique un trámite)
	No aplica

	Otro 

(Cualquier otro aspecto que la entidad originadora de la norma considere relevante o de importancia)
	No aplica


Aprobó:
_________________

Lucy Edrey Acevedo Meneses

Jefe Oficina Asesora Jurídica
Jaime Galbán__/ Doris Prieto__ / Omar Barón__
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